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EL TRIGUNAL SUPREMO DE JUSTICIA






MAGISTRADA PONENTE: YOLANDA JAIMES GUERRERO
EXP. Nº 2007-1108
 

El Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, remitió a esta Sala Político-Administrativa, mediante Oficio Nº 373-07, de fecha 27 de noviembre de 2007, el expediente contentivo de la demanda por cobro de salarios caídos interpuesta por el abogado Jhon Márquez, inscrito en el INPREABOGADO bajo el N° 98.512, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana ARELYS MARCANO PEÑA, con cédula de identidad Nº 4.564.142, contra la sociedad mercantil AEROPOSTAL ALAS DE VENEZUELA, C.A. inscrita ante el Registro Mercantil Quinto de la  Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda en fecha 14 de noviembre de 1996, anotada bajo el N° 53, Tomo 73-A Qto, cuyos estatutos fueron reformados según consta de documento registrado ante la misma Oficina de Registro en fecha 21 de agosto de 2007, anotado bajo el N° 3, Tomo 64-A-Qto.

Dicha remisión fue efectuada a los fines de que esta Sala se pronuncie acerca del recurso de regulación de jurisdicción interpuesto por la representación judicial de la parte demandada, contra la sentencia dictada por ese tribunal el 16 de noviembre de 2007, mediante la cual afirmó su jurisdicción para conocer de la presente causa y declaró con lugar la demanda incoada.

En fecha 4 de diciembre de 2007, se dio cuenta en Sala y se designó ponente a la Magistrada YOLANDA JAIMES GUERRERO, a los fines de decidir la regulación de jurisdicción.      
Al respecto, la Sala observa:

I
ANTECEDENTES
En fecha 4 de agosto de 2006, el abogado Jhon Márquez, actuando con el carácter de apoderado judicial de la ciudadana Arelys Marcano Peña, interpuso ante la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos del Circuito Laboral del Estado Vargas, demanda por cobro de salarios caídos contra la empresa Aeropostal Alas de Venezuela, C.A.

Expuso la representación judicial de la demandante que su mandante comenzó a prestar servicios para la citada empresa, desempeñándose en el cargo de Agente Administrativo III.

Que en fecha 4 de abril de 2003, la empresa Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., presentó un pliego de peticiones para la tramitación de un procedimiento de reducción de personal y –en su criterio- de una manera arbitraria suspendió a todos los trabajadores que laboraban para esa fecha, dentro de los cuales se encontraba su representada, “no obstante de estar amparada por la inamovilidad prevista en el Decreto Presidencial Número 2.271” de fecha 16 de enero de 2003, publicado en la Gaceta Oficial N° 37.608.

Continúa narrando que ante tal situación, acudió ante la Inspectoría del Trabajo del Estado Vargas en fecha 27 de enero de 2003, a los efectos de solicitar el reenganche y pago de salarios caídos.

Que el 29 de abril de 2003, la mencionada Inspectoría del Trabajo declaró con lugar la solicitud interpuesta y consecuentemente ordenó el inmediato reenganche y pago de salarios caídos.

Señaló que en fechas 16 de noviembre de 2005 y 24 de enero de 2006, “la Inspectoría del Trabajo en el Estado Vargas, procedió a la contestación del reenganche y el correspondiente pago de los salarios caídos que por Derecho y Justicia le corresponden, a través del funcionario de la Inspectoría del Trabajo del Estado Vargas, ciudadano Rodolfo Quintero, quien dejó expresa constancia de haberse trasladado a la sede de la demandada, negándose la misma a cumplir con la Providencia Administrativa, luego la Inspectoría del Trabajo en el Estado Vargas, decreta la Ejecución Forzosa y en fecha uno (1) de febrero del mismo año, se designa al mismo funcionario para que procediera a ejecutar de una manera forzosa el reenganche de [su] representada, tal como lo establece el artículo 79 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos Vigente y en virtud del pronunciamiento dado por el Ministerio del Trabajo, Dirección General Sectorial del Trabajo, Dirección de Inspectoría Nacional y Asuntos Colectivos del Trabajo Sector Privado, según Providencia Administrativa N° 2005/024 de fecha veinticuatro (24) de octubre de 2005, la cual declara lo siguiente: CESADA la suspensión de la relación de trabajo, de conformidad con lo establecido en el artículo 97 de la Ley Orgánica del Trabajo, en consecuencia la sociedad mercantil AEROPOSTAL ALAS DE VENEZUELA, C.A. debe reintegrar a los trabajadores en la misma condiciones existentes para el Diez (10) de Febrero de 2003, fecha en que se llevó a cabo la suspensión…”. (sic).

Que al trasladarse a la sede de la empresa demandada, la Gerente de Recursos Humanos manifestó que daría cumplimiento a la providencia administrativa dictada por la Inspectoría del Trabajo, sólo en lo que respecta al reenganche y que no cumpliría con el pago de los salarios caídos.

Señala que a pesar de reconocer el reenganche la empresa demandada, ésta no acató el carácter forzoso de la ejecución y se negó contumazmente a pagar los salarios caídos que por derecho le corresponden a su representada.

Con motivo de lo antes expuesto, procede a demandar a la empresa Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., a fin de que le pague a su representada la cantidad de ocho millones doscientos setenta y dos mil trescientos veintiséis bolívares con catorce céntimos (Bs. 8.272.326,14), por concepto de salarios caídos desde la suspensión de la relación laboral hasta la fecha de su efectivo reenganche.

Verificada la distribución de la causa, correspondió su conocimiento al Tribunal Cuarto de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, el cual procedió a admitirla el 9 de agosto de 2006, ordenando emplazar a la parte demandada a los efectos de la verificación de la audiencia preliminar.

El 30 de octubre de 2006, tuvo lugar la celebración de la audiencia preliminar, dejándose constancia de la comparecencia de las partes. En esa oportunidad se consideró necesaria la prolongación del acto.

El 16 de abril de 2007, se dejó constancia de no haberse logrado la mediación entre las partes. En esa fecha se ordenó incorporar al expediente las pruebas promovidas por éstas.

Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2007, la parte demandada procedió a dar contestación a la demanda. 

El 25 de abril de 2007, se ordenó remitir el expediente al Tribunal de Juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 74 y 136 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Mediante auto de fecha 9 de mayo de 2007, el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, admitió las pruebas promovidas por las partes.

Por auto de fecha 27 de septiembre de 2007, se fijó oportunidad para la celebración de la audiencia de juicio.

El 9 de noviembre de 2007, tuvo lugar la celebración del referido acto, al que asistieron las partes. En esa misma oportunidad, el tribunal procedió a dictar el dispositivo del fallo.

El 16 de noviembre de 2007, el tribunal de la causa procedió a publicar el fallo, declarando con lugar la demanda incoada. Respecto de la falta de jurisdicción alegada por la parte demandada en la audiencia de juicio, señaló: 

 “…Ahora bien, como se mencionó anteriormente durante la Audiencia de Juicio la representación judicial de la parte demandada alegó la Falta de Jurisdicción con respecto a la Administración Pública, en virtud de que en casos similares como el presente el Tribunal Primero de Juicio de este Circuito Judicial lo ha venido declarando con fundamento en las decisiones de la Sala de Casación Social según las cuales ha asentado el criterio que sólo sería posible conocer los Tribunales Laborales sobre las demandas de Salarios Caídos cuando el trabajador renuncie al reenganche y demande estos conjuntamente con las prestaciones sociales. En tal sentido, este Tribunal antes de entrar a conocer sobre los puntos controvertidos, pasa de seguidas a pronunciarse en relación a la Falta de Jurisdicción con respecto a la Administración Pública opuesta en la Audiencia de juicio, previa las consideraciones siguientes: Si bien es cierto en un caso similar este Tribunal declaró su Falta de Jurisdicción con respecto a la Administración Pública, es oportuno señalar que la Sala Político Administrativa se ha pronunciado con respecto a este tipo de juicios con fundamento en lo establecido en el artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo que será transcrita infra. Ahora bien, en este orden de ideas, aun cuando la falta de jurisdicción con respecto a la administración no fue opuesta en la contestación de la demanda sino en la audiencia oral y pública, considera este Tribunal que ello no es un  hecho nuevo en virtud de que la misma en conformidad con lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil es de orden público, razón por la cual puede ser alegada en cualquier estado y grado de la causa, aun de oficio. Siendo ello así, a continuación se detalla lo establecido reiteradas decisiones emanadas del Tribunal Supremo de justicia, en particular la decisión emanada de la Sala de Casación Social de fecha 10 de junio de dos mil tres (2003) infra y en Sala Político-Administrativa Exp. N° 2007-0123 – sentencia N° 00557, la cual es del tenor siguiente: 
 (…//…)
Del extracto jurisprudencial supra citado se colige que los Tribunales Laborales efectivamente tienen jurisdicción para conocer de los asuntos donde soliciten sólo el pago de salarios caídos, con ocasión de las providencias administrativas dictadas por las Inspectorías del Trabajo, en virtud de ello este Tribunal con el objeto de garantizar la uniformidad de la interpretación de las normas y principios jurisprudenciales, en protección al derecho a la tutela judicial efectiva que la Constitución garantiza a todos los justiciables y respetando la confianza legítima que tienen éstos en la estabilidad de las decisiones judiciales cambia el criterio sostenido con respecto a este tipo de pretensiones a partir de la presente decisión y en consecuencia afirma su jurisdicción para conocer de la presente causa (…)”. (sic).
 
II
DE LA REGULACIÓN DE JURISDICCIÓN
 
Mediante escrito de fecha 22 de noviembre de 2007, la representación judicial de la parte demandada solicitó la regulación de la jurisdicción, bajo los fundamentos siguientes:

“(…) en el presente caso coexisten y cursan en autos sendas providencias administrativas sobre los mismos hechos y los mismos trabajadores una demanda de la Inspectoría del Trabajo del estado Vargas que ordena el reenganche y pago de salarios caídos y otra de la Dirección General del Ministerio del Trabajo, órgano jerárquicamente superior a la Inspectoría del Trabajo, que ordena la cesación de la suspensión de la relación laboral y el reenganche sin pago de salarios caídos (…), en tal sentido, observamos que los salarios caídos demandados son una obligación consecuencial del reenganche e indivisible del mismo, la cual fue ejecutada en vía administrativa en cuanto al reenganche y ahora se pretende ejecutar una segunda parte en vía jurisdiccional, en este sentido, se hace impropio tal ejecución por las siguientes razones: existen dos providencias administrativas contrarias, por lo cual existen dudas razonables de cuál de ellas debe ser cumplida en forma íntegra (…)”. (sic).

 
III
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

 

Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre el recurso de regulación de jurisdicción ejercido, para lo cual se observa lo siguiente:
De acuerdo a lo expresado por la parte demandante en su escrito libelar, la pretensión incoada, referida al cobro de salarios caídos, deviene de un proceso que culminó en sede administrativa, en virtud del cual, la Inspectoría del Trabajo del Estado Vargas, mediante providencia administrativa N° P.A. 198/03, declaró con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos incoada por la ciudadana Arelys Marcano Peña contra la empresa Aeropostal Alas de Venezuela, C.A.

Así, de la revisión de las actas que conforman el expediente se desprende que lo pretendido es el pago de los salarios caídos y no el reenganche a sus puestos de trabajo, toda vez que conforme a lo establecido en el libelo, la empresa procedió a reenganchar a la accionante, pues, “…manifestó aceptar [su] reincorporación, no así el pago de los salarios caídos…”. 
En ese sentido, la representación judicial de la ciudadana Arelys Marcano Peña, procedió a demandar a la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela, C.A., “(…) para que convenga en pagar (…) la cantidad de OCHO MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS VEINTISEIS CON CATORCE CÉNTIMOS (Bs. 8.272.326,14) cantidad esta que constituye lo que le corresponde por concepto de salarios caídos desde la suspensión de la relación laboral hasta el reenganche…”. (Negrillas del escrito).

En orden a lo anterior, esta Sala advierte que la Ley Orgánica Procesal del Trabajo contempla los supuestos en los que corresponde a los Tribunales del Trabajo, la competencia para conocer y decidir determinados asuntos. 

Ello así, el artículo 29 de la prenombrada Ley dispone:

“Artículo 29. Los Tribunales del Trabajo son competentes para sustanciar y decidir: 
1. Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje.
(Omissis)
4. Los asuntos de carácter contencioso que se susciten con ocasión de las relaciones laborales como hecho social, de las estipulaciones del contrato de trabajo y de la seguridad social;...”. (Negrillas de la Sala).

 

Ahora bien, como quedó expuesto, en el presente caso, el apoderado judicial de la accionante procedió a demandar a la sociedad mercantil Aeropostal Alas de Venezuela, C.A.,  a fin de que pague las cantidades de dinero que estima corresponde a su representada por los beneficios contractuales derivados de la relación de trabajo y confirmados mediante una providencia administrativa.

De lo expuesto, resulta claro que la solicitud efectuada es de índole pecuniaria, toda vez que la demandante pretende, que le sea pagada la suma de ocho millones doscientos setenta y dos mil trescientos veintiséis bolívares con catorce céntimos (Bs. 8.272.326,14), cantidad que la empresa se ha negado a cancelarle, por lo cual siendo el presente caso un asunto contencioso, son los Tribunales del Trabajo los que tienen jurisdicción para conocer de la causa bajo examen. (Vid Sentencia de esta Sala Nº 06237 de fecha 16 de noviembre de 2005, caso: Rigo Graterol y otros vs. GHELLA SOGENE, C.A.).

Este Máximo Tribunal, en virtud de lo expuesto, debe declarar que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción para conocer y decidir la demanda de cobro de salarios caídos, como en efecto lo hizo en sentencia de fecha 16 de noviembre de 2007, en la que declaró con lugar la pretensión de la accionante. Así se declara.
Finalmente y respecto del argumento sostenido por la parte recurrente, referido a que en el presente caso “existen dos providencias administrativas contrarias, por lo cual existen dudas razonables de cuál de ellas debe ser cumplida en forma íntegra”, observa la Sala que ello debe ser dilucidado en todo caso por el órgano jurisdiccional competente, como en efecto ocurrió, por lo que, de no estar de acuerdo la parte demandada con el razonamiento establecido al efecto por el tribunal de la causa, en todo caso le corresponde ejercer los recursos de ley contra la referida decisión a fin de que el tribunal superior respectivo determine la procedencia o no de dicho alegato. Así se decide. 
IV
DECISIÓN
 

 En virtud de lo expuesto, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara:
1.- IMPROCEDENTE la solicitud de regulación de jurisdicción formulada por el apoderado judicial de la parte accionada. 
2.- Que el PODER JUDICIAL SÍ TIENE JURISDICCIÓN para conocer de la demanda laboral por cobro de salarios caídos.
En consecuencia, se confirma el fallo de fecha 16 de noviembre de 2007, dictado por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, en lo que respecta a la jurisdicción del poder judicial para conocer el asunto. 
De conformidad con las disposiciones contenidas en los artículos 274 y 276 del Código de Procedimiento Civil, SE CONDENA EN COSTAS a la parte demandada por haber resultado vencida en el presente recurso.
Publíquese, regístrese y comuníquese. Devuélvase el expediente al tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado.
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintidós (22) días del mes de enero del año dos mil ocho (2008). Años 197º de la Independencia y 148º de la Federación.

La Presidenta 
EVELYN MARRERO ORTÍZ
La Vicepresidenta - Ponente
   YOLANDA JAIMES GUERRERO
 
Los Magistrados,
LEVIS IGNACIO ZERPA
 
HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
 
EMIRO GARCÍA ROSAS
 
La Secretaria,

SOFÍA YAMILE GUZMÁN
 
En veintitrés (23) de enero del año dos mil ocho, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00080, la cual no esta firmada por la Magistrada Evelyn Marrero Ortíz, por no estar presente en la discusión por motivos justificados.
 

La Secretaria,

SOFÍA YAMILE GUZMÁN
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